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podría burlar fácilmente la protección que al anotante brinda el Registro 
a través de enajenaciones a favor de terceros.

Asumido este criterio, para este Centro Directivo se hizo preciso 
establecer un plazo razonable para cancelar la anotación, tras la fir-
meza de la resolución judicial que pone fin al proceso, teniendo en 
cuenta las siempre previsible dilaciones en la expedición de la docu-
mentación judicial. Por ello, se reitera aquí el criterio adoptado por la 
Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 
29 de mayo de 1998, en el sentido de aplicar analógicamente lo dis-
puesto en el artículo 157 de la Ley Hipotecaria, de manera que se reco-
noce un plazo de seis meses, contados desde la emisión de la resolu-
ción judicial firme en el proceso en que la anotación preventiva y su 
prórroga fueron decretadas, para poder proceder a su cancelación. 
Este mismo enfoque es el que se ha venido reiterando en otras Resolu-
ciones posteriores, concretamente en las de 11 de mayo de 2002, 23 de 
mayo de 2002, 27 de febrero de 2004, 12 de noviembre de 2004, 20 de 
diciembre de 2004, 19 de febrero de 2005, 23 de mayo 
de 2005 y 18 de junio de 2005. Además de ello, como se recoge en las 
Resoluciones de 3 de junio de 2005 y 11 de junio de 2005, si esta cance-
lación no se ha instado y la anotación y su prórroga no están cancela-
das cuando se presenta el testimonio del auto de adjudicación que se 
inscribe, dicha anotación ha de entenderse vigente, porque las anota-
ciones prorrogadas no caducan, y en consecuencia no pueden cance-
larse de oficio transcurridos los cuatro años de vigencia y los de su 
prórroga.

7. En conclusión, de los antecedentes fácticos expuestos resulta, tal 
y como indica la nota de calificación, que la anotación preventiva fue 
objeto de prórroga con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva 
redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria, por lo que queda sometida 
a prórroga indefinida en los términos del artículo 199.2 del Reglamento 
Hipotecario, de manera que no cabe la cancelación por caducidad de la 
misma, sin perjuicio de que, una vez transcurridos seis meses, computa-
dos desde la emisión de la resolución judicial firme en el proceso en que 
la anotación preventiva y su prórroga fueron decretadas, se pueda solici-
tar su cancelación, no siendo por tanto en el supuesto concreto la instan-
cia privada título hábil para proceder a la cancelación de la anotación 
preventiva de embargo.

En consecuencia, esta Dirección ha acordado desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la nota de calificación en los términos que resul-
tan de los precedentes fundamentos de derecho.

Contra esta Resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la Capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 5 de diciembre de 2006. –La Directora General de los Registros 
y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 22841 ORDEN JUS/3952/2006, de 7 de diciembre, por la que se 
manda expedir, en trámite de ejecución de sentencia y sin 
perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Suce-
sión en el título de Conde de San Fernando de Peñalver, a 
favor de don Pelayo Cortina y Koplowitz.

De conformidad con lo prevenido en el artículo 10 del Real Decreto 
de 13 de noviembre de 1922, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey 
(q.D.g.), y en ejecución de la sentencia firme de fecha 26 de septiembre de 
2006, dictada por el Juzgado de Primera Instancia n.º 1 de Madrid, ha 
tenido a bien disponer:

Primero.–Revocar la Orden de 28 de septiembre de 1982, por la que 
se mandó expedir Real Carta de Sucesión en el título de Conde de San 
Fernando de Peñalver, a favor de don Fernando Fernández-Cavada y 
Paris.

Segundo.–Cancelar la Real Carta de Sucesión en el referido título de 
fecha 18 de octubre de 1982, expedida en virtud de la anterior Orden, 
devolviéndola a este Ministerio a los efectos procedentes.

Tercero.–Expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real 
Carta de Sucesión en el título de Conde de San Fernando de Peñalver, a 
favor de don Pelayo Cortina y Koplowitz, previo pago del impuesto 
correspondiente.

Madrid, 7 de diciembre de 2006.–El Ministro de Justicia, Juan Fer-
nando López Aguilar. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 22842 RESOLUCIÓN de 11 de diciembre de 2006, de la Dirección 
General del Catastro, por la que se publica el Convenio 
celebrado con la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia un Convenio de colabora-
ción en materia de Gestión Catastral, procede la publicación en el «Bole-
tín Oficial del Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo de esta 
Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 11 de diciembre de 2006.–El Director General del Catastro, 

Jesús Salvador Miranda Hita.

ANEXO

Convenio entre la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos 
(Dirección General del Catastro) y la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, de colaboración en materia de gestión catastral

En Madrid y Murcia, a tres de noviembre del año dos mil seis.

De una parte: Doña Juana María Lázaro Ruiz, Subsecretaria del Minis-
terio de Economía y Hacienda, en ejercicio de las competencias que tiene 
delegadas por Orden EHA/3057/2004, de 21 de septiembre (BOE n.º 233, 
de 27 de septiembre).

De otra parte: Doña Inmaculada García Martínez, Consejera de 
Hacienda, en representación de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, autorizada para este acto, mediante acuerdo del Consejo de 
Gobierno de fecha 23 de diciembre de 2005

EXPONEN

Primero.–El texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, establece en su 
artículo 4 que la formación y mantenimiento del Catastro Inmobiliario y la 
difusión de la información catastral es competencia exclusiva del Estado 
y se ejercerán por la Dirección General del Catastro, directamente o a 
través de las distintas fórmulas de colaboración que se establezcan con 
las diferentes Administraciones, Entidades y Corporaciones Públicas.

Por su parte, el Real Decreto 1552/2004, de 25 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Hacienda establece que la Dirección General del Catastro ejercerá las 
funciones relativas a la formación, mantenimiento, valoración y demás 
actuaciones inherentes al Catastro Inmobiliario.

Segundo.–La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia ejerce la 
gestión tributaria y recaudatoria del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de 
los municipios que se la han encomendado en virtud de este convenio, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 y 77.8 del texto refundido de 
la Ley reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo segundo del 
citado artículo, las Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que 
se integren los respectivos Ayuntamientos asumirán el ejercicio de las 
competencias de gestión del Impuesto sobre Bienes Inmuebles cuando 
así lo solicite el Ayuntamiento interesado.

Tercero.–La disposición adicional séptima del texto refundido de la 
Ley reguladora de las Haciendas Locales estipula que las previsiones esta-
blecidas para las Diputaciones en dicho texto legal serán de aplicación a 
las Comunidades Autónomas uniprovinciales, en tanto no se opongan a lo 
regulado en su Estatuto de Autonomía.

Cuarto.–La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, sienta en su artículo 3 el principio general según el cual las Admi-
nistraciones Públicas se rigen, en sus relaciones, por el criterio de coope-
ración y, en su actuación, por el de eficiencia y servicio a los ciudadanos.

Quinto.–El Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarro-
lla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, regula, entre otras cues-
tiones, la colaboración en la gestión del Catastro entre la Administración 
del Estado y otras Administraciones, Entidades y Corporaciones públi-
cas, fijando el marco al que deben sujetarse los convenios que, sobre esta 


